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Víctimas de conflicto armado pueden quedar sin indemnizaciones
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NOTICIAS DE AMERICA LATINA Y CARIBE




ente, el gobierno guatemalteco anunció el Proyecto Presupuestario de Recetas y Gastos del año fiscal de 2014 para ser aprobado en el Congreso Nacional. Entre las previsiones, hay una sorpresa nada agradable. No hay ninguna parte atribuida a las indemnizaciones de las víctimas del Conflicto Armado Interno, que es parte del Programa Nacional de Resarcimiento (PNR). Éste encarna la obligación del Estado guatemalteco de resarcir a las víctimas civiles por las violaciones de los derechos humanos durante el Conflicto, que duró 36 años.
De acuerdo con las normas internacionales, "la reparación debe ser proporcional a la gravedad de las violaciones y del daño sufrido. Conforme a sus obligaciones jurídicas, los Estados deben conceder una reparación a las víctimas a causa de las acciones u omisiones que el propio Estado haya causado”. Por lo tanto, las leyes internacionales obligan a todos los países que son parte del acuerdo de derechos humanos, que es el caso de Guatemala, a reparar todo y cualquier daño causado a las personas.
Según el presidente de la Comisión Nacional de Resarcimiento, el Ministro de Finanzas no firmó recursos para el PNR a causa de un "vacío legal” en la ley, ya que "el acuerdo gubernamental, que da vida al Programa, pierde vigencia el 31 de diciembre y el proyecto presupuestario es para el año 2014”. O sea, ya que el presupuesto termina en 2013, "no hay razón para aprobar una cantidad de dinero del erario público para algo que no existe”, afirmó.
El informe "Derecho a la Reparación en Guatemala: Por la senda de la negación”, lanzado por la "Impunity Watch”, organización internacional sin fines de lucro que busca reclamar la responsabilidad por las atrocidades cometidas en países que vienen de un pasado violento, afirma que "estas idas y vueltas en el PNR, hace crecer la incertidumbre de las víctimas del Conflicto Armado sobre la voluntad del Estado para cumplir con sus obligaciones de repararlos en forma integral, mediante un programa, que se diga de paso, en sus 10 años de funcionamiento, no satisface en ningún momento a las víctimas”. De esta forma, las expectativas creadas por las organizaciones que luchan por las víctimas del Conflicto, se volvió incierta la propia existencia del Programa responsable de este trabajo.
La situación de incertidumbre sobre la continuidad del Programa se debe, según el punto de vista de "Impunity Watch”, por la voluntad del gobierno de retroceder en los pocos avances conquistados, además de una supuesta poca disposición de las autoridades del Programa en dialogar con las propias víctimas. Estos diálogos se muestran infructíferos y aumentan la falta de confianza en relación con las verdaderas intenciones del PNR. "Es lamentable que un programa que parecía ser tan promisorio, se haya tornado otra alternativa estéril de diálogo por parte del gobierno, que sigue mostrándose ciego ante las necesidades de la población y que nunca ofrece resultados concretos a las víctimas de violación de los derechos humanos”, se dice en el informe.
Ahora, ya sin tiempo de cambiar las propuestas del Proyecto Presupuestario de 2014, las entidades que luchan por los derechos humanos en Guatemala intentan, de alguna manera, prorrogar la vigencia del Programa más allá del final de este año, con el propósito de garantizar las indemnizaciones.
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